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la seguridad privada. En concordancia con lo señalado previamente, esta 

propuesta autoriza a empresas que no están acreditadas ante la 

Subsecretaría de Prevención del Delito a encargarse del transporte y 

custodia de monedas. Dichas empresas, además, pueden operar sin 

personal capacitado ni acreditado ante la autoridad reguladora para 

desempeñar funciones de seguridad privada, lo que implica una desviación 

del estándar que se exige en el sector. 

puede ser menor en estos casos, lo cierto es que las empresas no 

acreditadas carecen de la capacidad técnica y de la infraestructura necesaria 

para asumir la responsabilidad sobre este tipo de operaciones (transporte y 

custodia de monedas).  

La ausencia de acreditación compromete la seguridad y la adecuada gestión 

de los valores trasladados, exponiéndolos a riesgos que podrían evitarse si 

se mantuvieran los requisitos de especialización y certificación. 

 

Por lo tanto, y tal como hemos señalado precedentemente, la modificación 

debería orientarse, sólo y solamente, hacia que las empresas especializadas 

en el transporte de valores, reconocidas como entidades de seguridad 

privada, sean las encargadas de prestar este servicio. De este modo, se 

asegura que las operaciones sean realizadas por profesionales capacitados 

y acreditados, manteniendo los estándares de seguridad requeridos por la 

regulación, pero  autorizándose medidas de seguridad diferenciadas 

respecto del estándar general aplicable al transporte de billetes, permitiendo 

así una adaptación proporcional al riesgo real de cada operación. 

b) Operaciones de Alto Riesgo de zonas urbanas:  

Artículo 56.- Operaciones de alto riesgo. Serán consideradas como 

operaciones de alto riesgo, aquellas que declaren la propia entidad en 

su estudio de seguridad y aquellas que determine la Subsecretaría de 

Prevención del Delito, a propuesta de la autoridad fiscalizadora. 
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    Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, siempre serán 

consideradas de alto riesgo las siguientes operaciones:

    

  

   1. Aquellas que se realicen fuera de la franja horaria comprendida entre las 07:00 y 
las 23:00 horas, en los términos señalados en el inciso final del artículo 58. Las 
operaciones deberán ser autorizadas por la Subsecretaría de Prevención del Delito, 
previo informe de la autoridad fiscalizadora.   

2. Aquellas operaciones realizadas en zonas urbanas, establecidas por la 
Subsecretaría de Prevención del Delito, previo informe de la autoridad 
fiscalizadora. 

   Las operaciones señaladas en el presente artículo deberán efectuarse siempre con 
una tripulación de, a lo menos, cuatro vigilantes privados o una escolta de 
vigilantes privados de apoyo,  

La disposición vigente es, en esencia, una reproducción fiel de lo que se establecía 

en el artículo 13 del Decreto Nº 1814/2014 del Ministerio de Interior, con la salvedad 

de la regulación sobre operaciones en zonas urbanas. En el texto anterior, se 

especificaban las ciudades concretas donde se aplicaban estas medidas: Viña del 

Mar, Valparaíso, Concepción, Temuco, Rancagua y la Región Metropolitana. 

Con la entrada en vigor de la nueva normativa, la Subsecretaría de Prevención del 

Delito, mediante la Resolución Exenta N°2121/2025, incrementó en un 53% las 

zonas urbanas en las que las operaciones de transporte de valores pasan a ser 

consideradas de alto riesgo. 

La ausencia de cambios en el texto normativo sugiere un análisis superficial de las 

variables utilizadas para determinar el alto riesgo. No resulta comprensible por qué 

las operaciones realizadas fuera de la franja horaria de 07:00 a 23:00 se consideran 

automáticamente riesgosas, sin mayor fundamentación. 

En base a esta disposición es posible desprender, que, El regulador, nuevamente, 

impone exigencias de seguridad específicas como la presencia obligatoria de un 

tripulante y un escolta , sin permitir que las empresas transportadoras de valores 

puedan fortalecer sus medidas de seguridad en función del riesgo, recurriendo a 

otros mecanismos, sean de procesos o tecnológicos. 


